
 

1 

 

OPINIÓN JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 10 diez de junio de 2025 dos mil 

veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reformar los artículos 27, 159, fracción VI del 262, 304 C, 309, 

323; así como adicionar un último párrafo al artículo 144 y derogar 

el artículo 304 M, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa 

para el Estado y los Municipios de Guanajuato. 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El El 27 

veintisiete de mayo del presente año, se tuvo por recibida la Iniciativa 

–referida en el proemio del presente– en la Secretaría General de 

Acuerdos, para efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 20, celebrada el 30 treinta de mayo del año 2025 dos 

mil veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto 

de la Iniciativa a las Magistradas y a los Magistrados que lo integran, 

para efecto de recabar sus consideraciones, y posteriormente 

conformar la opinión jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento 

en lo previsto por el artículo 27, fracción XI, de la Ley Orgánica del 

Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y los Magistrados de cada Sala de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 27, celebrada el 5 

cinco de junio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó este documento 
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en los términos que más adelante se detallan; en consecuencia, se 

conformó la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el grupo 

parlamentario del «Partido Acción Nacional» y la Diputada de la 

Representación Parlamentaria del «Partido de la Revolución 

Democrática», a efecto de reformar los artículos 27, 144, 159, la 

fracción IV del 262, 304 C, 309 y 323, y se deroga el 304 M del Código 

de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato; y que en lo esencial hace referencia a los 

argumentos que a continuación se exponen: 

III. COMENTARIO GENERAL SOBRE LA VIABILIDAD DE LA PROPUESTA. 

El Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato, reconoce el trabajo legislativo de los iniciantes, valora 

que la justicia administrativa sea objeto de análisis, y propuestas de 

reforma como las que hoy se analizan sean planteadas en aras de 

lograr una protección más amplia a los derechos humanos de los 

particulares y mantener actualizados los ordenamientos jurídicos en 

materia administrativa. 

Se coincide con la propuesta legislativa, se considera viable y 

sustancialmente correcta en cuanto a sus objetivos y redacción 

normativa. Las reformas, adiciones y derogaciones propuestas están 

orientadas a fortalecer: (i) El acceso efectivo a la justicia administrativa; 
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(ii) La celeridad y eficiencia procesal; (iii) La seguridad jurídica de los 

gobernados; (iv) El principio pro persona al extender plazos en caso de 

defectos en las notificaciones o al ampliar términos procesales 

favorables a la parte actora.  

IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

A decir de la iniciante, su propuesta tiene como finalidad: 

1. Se propone reformar el artículo 27 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, relativo a los medios 

de apremio, para que estos se apliquen de manera indistinta y no progresiva por 

parte de las autoridades, a fin de hacer cumplir sus determinaciones, ello con el 

propósito de dotar de mayor eficacia y efectividad al cumplimiento de las 

resoluciones. 

 

2. Se plantea adicionar un último párrafo al artículo 144 del citado Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato, respecto de la invalidez y revocación del acto administrativo, al 

proponerse que en caso de que el acto administrativo que sea susceptible de 

recurrirse no contenga la mención de los medios de defensa que procedan, ni la 

autoridad ante la cual deba interponerse ni el plazo para ello, los interesados, 

contarán con el doble de plazo que establezcan las disposiciones legales o 

reglamentarias para interponer el recurso o el proceso administrativo, según 

corresponda, ello a fin de garantizar el derecho a impugnar que tiene las partes 

interesadas y hagan valer sus derechos ante una autoridad competente, dado así 

legalidad y seguridad jurídica a los gobernados en términos del artículo 14 y 16 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

3. Se propone reformar el artículo 159, del citado Código Adjetivo, artículo relativo 

al plazo que tienen las autoridades administrativas para resolver los procedimientos 

administrativos, ampliando el de su resolución de tres meses a dos años, 

suprimiéndose la prórroga. 

 

4. Se reforma la fracción IV del artículo 262 del citado Código, y se recorre en su 

orden subsecuente el texto normativo vigente, a fin de incluir dentro de las causales 

de sobreseimiento del proceso administrativo, el que el actor no haya efectuado 

ningún acto procesal durante el término de trescientos días consecutivos, siempre 

que la promoción o acto sea necesaria para la continuación del proceso, término 

que se computará a partir del día siguiente a aquel en que surtió efecto la 

notificación de la última resolución tendente a llevar adelante el procedimiento3 . 

Y que una vez celebrada la audiencia no procederá el sobreseimiento por dicha 

causa. Es decir, se incorpora la caducidad de la instancia por inactividad procesal. 

 

5. Se reforma el artículo 304 C del mismo Código, relativo al Juicio en la Vía Sumaria, 

en el que se amplía el término para la presentación de la demanda, ya que 
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actualmente la demanda se presenta dentro de los quince días siguientes a aquel 

en que haya surtido efectos la notificación de la resolución impugnada o a aquel 

en que se haya ostentado sabedor de su contenido o de su ejecución, y la 

propuesta legislativa radica en que ese término procesal sea ampliado en beneficio 

de la parte actora, a fin de que la demanda la presente por escrito o en la 

modalidad de juicio en línea ante el Tribunal, dentro de los treinta días siguientes a 

aquél en que haya surtido efectos la notificación de la resolución impugnada o a 

aquel en que se haya ostentado sabedor de su contenido o de su ejecución. Con 

lo cual se logra una homologación de los plazos para presentar la demanda, 

respecto de la vía sumaria con la ordinaria. 

 

 

6. Se propone derogar el artículo 304 M, el cual actualmente señala que la 

sentencia solamente podrá ocuparse sobre los argumentos de fondo del asunto, 

por lo que aquellos de forma serán desestimados por el Tribunal o el Juzgado y no 

podrá ordenarse la reposición del procedimiento administrativo. 

 

7. Se propone reformar el artículo 309 del citado Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en que se establece 

la legitimación para presentar el recurso de reclamación, estableciendo la 

improcedencia del recurso cuando las sentencias sean emitidas en la vía sumaria, 

supuesto en el cual no procederá dicho recurso. 

 

8. Y por último proponemos reformar el artículo 323 del citado Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato, a fin de establecer el cumplimiento sustituto de las sentencias, el cual 

podrá ser solicitado por cualquiera de las partes o decretado de oficio por el 

Magistrado que hubiera emitido la sentencia, cuando por las circunstancias 

materiales del caso sea imposible o desproporcionadamente gravoso restituir las 

cosas a la situación que guardaban con anterioridad al proceso, estableciéndose 

que la solicitud podrá presentarse a partir del momento en que cause ejecutoria la 

sentencia, el cual podrá tramitarse incidentalmente en los términos del citado 

Código. 

 
 

 

 

V. Cuadro comparativo: 

Código Vigente Iniciativa de reforma y adiciones 
Artículo 27. Las autoridades, para hacer 
cumplir sus determinaciones, podrán emplear, en el 
orden que se establece, los siguientes medios de 
apremio: 
I. Apercibimiento; 
 
II. Multa equivalente al monto de diez a 
doscientas veces la Unidad de Medida y 
Actualización diaria. Si el infractor fuere 

Artículo 27. Las autoridades, para hacer 
cumplir sus determinaciones, podrán 
emplear, indistintamente, los siguientes 
medios de apremio: 
 
I. Apercibimiento; 
 
II...; 
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jornalero, obrero o trabajador, la multa no deberá 
exceder de un día de salario y 
tratándose de personas no asalariadas, el equivalente 
a un día de su ingreso; 
 
III. Requerimiento al superior jerárquico de la 
autoridad obligada al cumplimiento de un mandato en 
el caso del Tribunal o 
Juzgados; y 
 
IV. Auxilio de la fuerza pública. En caso de 
que persista el incumplimiento que dio 
origen al medio de apremio, la autoridad 
dará vista al Ministerio Público. 
 
 

III. ...; y 
 
IV. ... 

Artículo 144. La omisión o irregularidad de los 
requisitos señalados en el artículo 138 de este Código, 
producirá la anulabilidad del acto administrativo. 
 
El acto anulable se considerará válido, 
gozará de presunción de legitimidad y 
ejecutividad y será subsanable por las 
autoridades administrativas mediante el 
pleno cumplimiento de los requisitos exigidos por el 
ordenamiento jurídico para la plena validez y eficacia 
del acto. Tanto los servidores públicos como los 
particulares tendrán obligación de cumplirlo. 
 
Cuando el acto anulable se subsane 
producirá efectos retroactivos y se considerará como 
si siempre hubiese sido válido. 
 
SIN CORRELATIVO 

Artículo 144. La omisión... 
 
 
 
 
El acto anulable… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuando... 
 
 
 
 
 
Si se incumple con el requisito contemplado en la 
fracción V del artículo 
138 de este Código, los interesados contarán con el 
doble del plazo que 
establecen las disposiciones legales o 
reglamentarias para interponer el recurso o el proceso 
administrativo, según corresponda. 

Artículo 159. Las autoridades administrativas cuidarán 
de proveer lo 
necesario para lograr el rápido y eficaz 

Artículo 159. ... 
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desarrollo del procedimiento administrativo, 
allanando todo lo irrelevante o dilatorio que impida 
obtener una resolución pronta y justa. 
 
Los procedimientos administrativos deberán 
resolverse en un plazo máximo de tres meses, el cual 
podrá prorrogarse por una sola vez, por un término 
igual, siempre y cuando se justifique por la autoridad, 
ello sin perjuicio de lo establecido en otras leyes. 

 
 
 
 
Los procedimientos administrativos deberán 
resolverse en un plazo máximo de dos años, ello sin 
perjuicio de lo establecido en otras leyes. 

Se hace Artículo 262. En el proceso administrativo 
procede el sobreseimiento cuando: 
I. El actor se desista de la demanda; 
II. Durante el proceso apareciere o 
sobreviniere alguna de las causas de 
improcedencia a que se refiere el artículo 
anterior; 
III. El demandante fallezca durante el 
proceso, si su derecho es intransmisible o si 
su muerte lo deja sin materia; y 
IV. La autoridad demandada haya 
satisfecho la pretensión del actor. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
V. Convenio celebrado entre las partes, siempre y 
cuando no sea contrario a las disposiciones jurídicas 
normativas ni afecte los derechos de tercero. Los 
convenios respectivos podrán ser aprobados por el 
Magistrado de la Sala de conocimiento o por los 
juzgados administrativos municipales, y producirán 
todos sus efectos jurídicos inherentes a una sentencia 
ejecutoria, con autoridad de cosa juzgada. 
 
Cuando el convenio sea obscuro, irregular o 
incompleto, la autoridad podrá requerir a las partes 
para que lo aclare, corrija o complete en un término de 
tres días, apercibiéndolo que, de no hacerlo se tendrá 
por no presentado. 
 

Artículo 262. En el proceso administrativo...: 
 
I. ...; 
II. ...; 
 
III. ...; 
 
 
 
 
 
IV. El actor no haya efectuado ningún acto procesal 
durante el término de trescientos días 
consecutivos, siempre que la promoción o acto sea 
necesaria para la continuación del proceso, 
término que se computará a partir del día siguiente 
a aquel en que surtió efectos la notificación de la 
última resolución tendente a llevar adelante el 
procedimiento. Celebrada la audiencia no 
procederá el sobreseimiento por esta 
causa; 
 
V. ...; y 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuando…. 
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Para dictar resolución en los casos de sobreseimiento, 
no será necesario que se hubiere celebrado la 
audiencia. 

Para… 

Artículo 304 C. La demanda se presentará por escrito 
o en la modalidad de juicio en línea ante el Tribunal; o 
por escrito ante el Juzgado respectivo, dentro de los 
quince días siguientes a aquél en que haya surtido 
efectos la notificación de la resolución impugnada o a 
aquel en que se haya ostentado sabedor de su 
contenido o de su ejecución. 

Artículo 304 C. La demanda se presentará por escrito 
o en la modalidad de juicio en línea ante el Tribunal; o 
por escrito ante el Juzgado respectivo, dentro de los 
treinta días siguientes a aquél en que haya surtido 
efectos la notificación de la resolución impugnada o a 
aquel en que se haya ostentado sabedor de su 
contenido o de su ejecución. 

Artículo 304 M. La sentencia solamente podrá 
ocuparse sobre los argumentos de fondo del asunto, 
por lo que aquellos de forma serán desestimados por 
el Tribunal o Juzgado y no podrá ordenarse la 
reposición del procedimiento administrativo.  

Artículo 304 M.  
 
Derogado. 

Artículo 309. El recurso de reclamación podrá ser 
promovido por cualquiera de las partes, con excepción 
del supuesto previsto en la fracción II del artículo 
anterior, que será exclusivo para las autoridades.  
 
 
 
Se interpondrá, mediante escrito con la expresión de 
agravios ante la Sala que haya dictado el acuerdo, 
resolución o sentencia que se combate, dentro de los 
diez días siguientes a aquél en que surta efectos la 
notificación respectiva. Si el escrito mencionado no 
contiene expresión de agravios, se declarará desierto 
el recurso. 

Artículo 309. El recurso de reclamación podrá ser 
promovido por cualquiera de las partes, con excepción 
del supuesto previsto en la fracción II del artículo 
anterior, que será exclusivo para las autoridades. 
Respecto de las sentencias emitidas en la vía 
sumaria no procederá dicho recurso.  
 
Se interpondrá... 

Artículo 323. Si la ejecución consiste en la realización 
de un acto material, el juzgador podrá realizarlo en 
rebeldía de la demandada, salvo que se trate de actos 
discrecionales de la autoridad. 

Artículo 323. Si la ejecución...  
 
 
 
 
 
El cumplimiento sustituto de una sentencia podrá 
ser solicitado por cualquiera de las partes o 
decretado de oficio por el Magistrado que hubiera 
emitido la sentencia, cuando por las circunstancias 
materiales del caso sea imposible o 
desproporcionadamente gravoso restituir las cosas 
a la situación que guardaban con anterioridad al 
proceso. La solicitud podrá presentarse a partir del 
momento en que cause ejecutoria la sentencia 
respectiva. El cumplimiento sustituto se tramitará 
incidentalmente en los términos de este Código. 
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VI. COMENTARIOS PARTICULARES. 

❖Respecto de la reforma al artículo 27 de este Código, relativa a la aplicación 

indistinta de los medios de apremio, se considera conveniente dado los siguientes 

beneficios: 

La reforma al artículo 27 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato propone 

una modificación relevante al permitir que las autoridades empleen los 

medios de apremio de manera no progresiva, es decir, indistintamente 

y conforme a la naturaleza del incumplimiento. Esta adecuación 

normativa responde a la necesidad práctica de dotar de mayor 

eficacia coercitiva a las determinaciones administrativas y 

jurisdiccionales, evitando el escalonado de medidas cuando se 

presentan actos de resistencia u omisión que requieren una respuesta 

inmediata y proporcional. 

Desde una perspectiva constitucional, esta reforma encuentra 

sustento en el principio de debida ejecución de las resoluciones 

administrativas y judiciales, vinculado directamente con el derecho de 

acceso a una tutela judicial efectiva. Permitir a las autoridades 

seleccionar el medio de apremio más eficaz conforme a las 

circunstancias del caso no sólo optimiza recursos públicos y evita 

dilaciones, sino que también favorece la pronta ejecución de 

sentencias, tal como lo exige el artículo 17 constitucional. Por supuesto, 

esta facultada debe ejercerse con base en criterios de razonabilidad, 

proporcionalidad y motivación reforzada, en atención al principio de 

legalidad. 
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Es importante subrayar que esta reforma no implica un 

debilitamiento de garantías procesales, ya que los medios de apremio 

siguen sujetos a control judicial y a la obligación de fundar y motivar 

adecuadamente su aplicación. Por el contrario, esta medida pretende 

corregir vacíos operativos en los que el cumplimiento de resoluciones 

se torna ineficaz ante la necesidad de agotar medidas graduales que, 

en ciertos contextos, resultan insuficientes o inadecuadas. En ese 

sentido, la reforma al artículo 27 fortalece la función jurisdiccional del 

Tribunal de Justicia Administrativa y asegura la eficacia del 

ordenamiento jurídico frente a conductas omisivas, evasivas o 

desafiantes de las autoridades o los particulares. 

❖ Artículo 144. Se propone establecer que la consecuencia para el caso en que se 

incumpla con el requisito contemplado en la fracción V del artículo 138, sea la 

duplicidad del plazo establecido para la interposición del recurso o proceso 

administrativo. 

La adición al artículo 144, representa un avance significativo en la 

protección de los derechos procesales de los gobernados, al 

establecer que si un acto administrativo carece de información 

esencial sobre los medios de defensa disponibles, la autoridad 

competente y los plazos para impugnarlo, el particular contará con el 

doble del plazo legal ordinario para interponer el recurso o medio de 

defensa correspondiente. Esta previsión fortalece el derecho de 

acceso a la justicia en condiciones de igualdad y certeza jurídica, 

evitando que vicios formales en la notificación perjudiquen de manera 

irreversible a las personas. 
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Desde una óptica constitucional, esta disposición se alinea con los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, que consagran el derecho 

a la legalidad y al debido proceso. El hecho de que la persona 

afectada por un acto administrativo tenga un mayor plazo para 

reaccionar ante una notificación deficiente garantiza que la omisión 

de la autoridad no derive en una afectación indebida de los derechos 

del gobernado. Esta medida también cumple con los estándares 

internacionales en materia de derechos humanos, especialmente en 

lo que respecta al principio de información suficiente para ejercer la 

defensa, reconocido por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. 

Además, la modificación cumple una función correctiva dentro 

del propio sistema administrativo, ya que incentiva a las autoridades a 

observar estrictamente las formalidades previstas por el Código al 

momento de emitir y notificar actos administrativos. De este modo, no 

sólo se protege al administrado frente a actuaciones irregulares, sino 

que se fomenta una cultura de legalidad y rigor técnico en la 

actuación de la administración pública. La adición al artículo 144, por 

tanto, no es solo garantista en su contenido, sino también promotora 

de mejores prácticas institucionales. 

El Código ciertamente no dispuso cuál sería la consecuencia 

aplicable para este supuesto caso en que se incumpla con el requisito 

contemplado en la fracción V del artículo 138, por lo cual mucho 

tiempo se aplicó una tesis aislada de este Decimosexto Circuito, que 

permitía que las demandas se presentaran en cualquier momento. Sin 
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embargo, en fechas recientes este Tribunal unificó un criterio que 

recientemente ya fue convalidado en vía de amparo directo1. 

Ese criterio consistió en la aplicación analógica de la siguiente 

Jurisprudencia que interpretó ese mismo supuesto en el orden federal: 

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO LA AUTORIDAD 

ADMINISTRATIVA OMITA SEÑALAR LA VÍA JURISDICCIONAL PROCEDENTE PARA 

IMPUGNAR EL ACTO ADMINISTRATIVO, DEBE ADMITIRSE COMO OPORTUNA LA 

DEMANDA PRESENTADA DENTRO DEL PLAZO CONTEMPLADO PARA LA VÍA ORDINARIA, 

AUN CUANDO CORRESPONDA A LA SUMARIA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 3, 

FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO VIGENTE EN 

LOS JUICIOS INICIADOS ANTES DEL 14 DE JUNIO DE 2016)”. 

La propuesta de adicionar un párrafo al artículo 144 del Código 

encuentra respaldo en los artículos 23 de la Ley Federal de los Derechos 

del Contribuyente2, 50, último párrafo, del Código Fiscal de la 

Federación3, y 79, último párrafo del Código Fiscal para el Estado de 

Guanajuato4, los cuales establecen expresamente que cuando una 

 

1 A.D.A.233/2024. Ejecutoria de fecha 3 de abril de 2025 dictada por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Decimosexto Circuito. 

2 Artículo 23.- Los contribuyentes tendrán a su alcance los recursos y medios de defensa que procedan, en 

los términos de las disposiciones legales respectivas, contra los actos dictados por las autoridades fiscales, así como 

a que en la notificación de dichos actos se indique el recurso o medio de defensa procedente, el plazo para su 

interposición y el órgano ante el que debe formularse. Cuando en la resolución administrativa se omita el 

señalamiento de referencia, los contribuyentes contarán con el doble del plazo que establecen las disposiciones 

legales para interponer el recurso administrativo o el juicio contencioso administrativo. 

3 Artículo 50. […] 

En dicha resolución deberán señalarse los plazos en que la misma puede ser impugnada en el recurso 

administrativo y en el juicio contencioso administrativo. Cuando en la resolución se omita el señalamiento de 

referencia, el contribuyente contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer 

el recurso administrativo o el juicio contencioso administrativo. 

4 Artículo 79. […] 

En dicha resolución deberán señalarse los plazos en que la misma puede ser impugnada en el recurso 

administrativo y en el juicio contencioso administrativo. Cuando en la resolución se omita el señalamiento de 

referencia, el contribuyente contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer 
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resolución administrativa no contenga el señalamiento expreso de los 

medios de defensa disponibles, el plazo para impugnar se duplicará. 

Este referente normativo constituye un estándar garantista reconocido 

en el ámbito tributario que puede extenderse válidamente al 

procedimiento administrativo en general, especialmente cuando está 

en juego el acceso a la justicia en condiciones de igualdad. Incorporar 

una previsión semejante a nivel estatal no sólo armoniza la legislación 

local con el modelo federal, sino que también asegura que los vicios 

formales en la notificación no generen una carga desproporcionada 

para los particulares afectados 

❖ Reformar el artículo 159, del citado Código, artículo relativo al plazo que tienen 

las autoridades administrativas para resolver los procedimientos administrativos, 

reduciendo el de su resolución de tres meses a dos meses, suprimiéndose la 

prórroga por una sola vez del mismo lapso que contempla la norma vigente, ello a 

fin de que los procedimientos administrativos se resuelvan en un plazo máximo de 

dos años. 

Se considera acertada esta propuesta, dado que el plazo de 3 

meses es insuficiente y se contrapone con el principio de exhaustividad. 

La reforma al artículo 159 responde a una necesidad real de garantizar 

que los procedimientos administrativos se resuelvan con mayor 

exhaustividad, análisis integral y congruencia, conforme al derecho 

fundamental de acceso a una justicia completa consagrado en el 

artículo 17 de la Constitución Federal. El plazo de tres meses, ha 

resultado en múltiples ocasiones insuficiente para que las autoridades 

 
el recurso de revocación o el proceso administrativo ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato. 
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administrativas puedan analizar con rigor técnico y jurídico la totalidad 

de elementos que integran los expedientes, especialmente en casos 

complejos que involucran múltiples pruebas, actos concatenados o 

afectaciones de orden técnico y patrimonial. 

La experiencia ha demostrado que dicho plazo forzaba a las 

autoridades a emitir resoluciones incompletas, genéricas o 

deficientemente motivadas, lo que generaba no solo una mayor tasa 

de impugnaciones ante el Tribunal de Justicia Administrativa, sino que 

también comprometía la calidad del acto administrativo final. En ese 

sentido, establecer un plazo razonable pero amplio de hasta dos años, 

como lo propone esta reforma, no significa permitir dilaciones 

injustificadas, sino dotar a la autoridad del tiempo necesario para una 

deliberación adecuada, sin perder de vista que dicho plazo opera 

como un límite máximo y no como una autorización para postergar sin 

causa. 

Desde una visión de proporcionalidad normativa, el nuevo plazo 

encuentra justificación en el tipo de procedimientos que se tramitan 

ante las autoridades estatales y municipales, muchos de los cuales 

exigen valoración técnica (por ejemplo, en obras, licencias, clausuras, 

multas ambientales, revisión fiscal o responsabilidad administrativa). En 

esos casos, un análisis acelerado puede comprometer tanto los 

derechos del gobernado como la defensa del interés público, si la 

resolución se emite sin elementos completos, sin vista adecuada a las 

partes o sin congruencia entre hechos y fundamentos jurídicos. 
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Además, la nueva redacción elimina el esquema de “una 

prórroga discrecional”, que en la práctica extendía tácitamente los 

plazos sin control ni transparencia, y lo sustituye por un plazo claro, 

definido y verificable, lo que genera mayor certeza tanto para la 

ciudadanía como para la propia administración. Así, se refuerza el 

principio de seguridad jurídica, al tiempo que se mantiene el imperativo 

de que los procedimientos deben ser resueltos en un plazo razonable 

conforme a su naturaleza y complejidad, como exige la doctrina 

internacional en materia de debido proceso administrativo. 

 

❖ Reforma a la fracción IV del artículo 262 del citado Código, y se recorre en su 

orden subsecuente el texto normativo vigente, a fin de incluir dentro de las causales 

de sobreseimiento del proceso administrativo, el que el actor no haya efectuado 

ningún acto procesal durante el término de trescientos días consecutivos, siempre 

que la promoción o acto sea necesaria para la continuación del proceso, término 

que se computará a partir del día siguiente a aquel en que surtió efecto la 

notificación de la última resolución tendente a llevar adelante el procedimiento. Y 

que una vez celebrada la audiencia no procederá el sobreseimiento por dicha 

causa. Es decir, se incorpora la caducidad de la instancia por inactividad procesal. 

Desde la perspectiva de la doctrina procesal en términos 

generales, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 1a. 

LXI/2014 (10a.), derivada de lo resuelto en el amparo en revisión 

635/2011, estableció que la caducidad es una institución procesal de 

interés público, acogida por nuestro derecho con el propósito de dar 

estabilidad y firmeza a los negocios, disipar incertidumbres del pasado 

y poner fin a la indecisión de los derechos.  
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En ese sentido, dicha figura es una forma extraordinaria de 

terminación del proceso por la inactividad procesal de una o ambas 

partes, que deriva en una sanción por el abandono de la instancia, 

para evitar que un juicio esté pendiente indefinidamente, y cuya 

consecuencia principal es la extinción de la instancia, no de la acción. 

Así, el establecimiento de la caducidad, como consecuencia del 

incumplimiento de la carga del impulso procesal, encuentra sustento 

en los principios de seguridad jurídica y de la administración de justicia 

pronta y expedita contenidos, respectivamente, en los artículos 16 y 17 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que los 

actos que integran el procedimiento judicial, tanto a cargo de las 

partes como del órgano jurisdiccional, deben sujetarse a plazos o 

términos, y no pueden prolongarse indefinidamente, lo cual se advierte 

del propio artículo 17 constitucional. 

La reforma a la fracción IV del artículo 262 introduce una figura 

esencial de derecho procesal: la caducidad por inactividad procesal, 

al establecer como causal de sobreseimiento que el actor no realice 

ningún acto procesal durante un plazo de trescientos días 

consecutivos, siempre que dicho acto sea necesario para continuar el 

proceso. Esta medida fortalece la disciplina procesal y fomenta el 

impulso de los procedimientos por parte de los interesados, evitando 

que los expedientes se mantengan indefinidamente abiertos sin una 

causa justificada, lo cual obstaculiza la administración de justicia 

eficiente. 
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Este planteamiento tiene sólido respaldo jurisprudencial, como se 

reconoce en la exposición de motivos al citar tesis del Quinto Tribunal 

Colegiado del Centro Auxiliar de la Quinta Región (registro digital 

2025975), en la cual se precisa que el cómputo del plazo de inactividad 

debe iniciarse a partir de la notificación de la última resolución 

tendente a impulsar el procedimiento. La incorporación expresa de 

esta regla en la legislación estatal dota de certeza jurídica tanto a las 

partes como al órgano jurisdiccional, y permite aplicar de manera 

homogénea un criterio que ya ha sido acogido por diversos tribunales. 

La incorporación de la caducidad por inactividad procesal como 

causal de sobreseimiento encuentra además referentes normativos en 

otros Estados de la República, lo que evidencia una tendencia 

nacional hacia la regulación de esta figura. Por ejemplo, el artículo 57 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Nuevo León5 contempla expresamente esta hipótesis, al prever que el 

proceso debe concluir cuando no se ha efectuado acto de impulso 

procesal alguno durante un lapso determinado, siempre que sea 

necesaria la promoción para la continuación del procedimiento. Esta 

comparación evidencia que el Estado de Guanajuato requería 

actualizar su marco normativo para evitar la perpetuación innecesaria 

 
5 Artículo 57.-Procede el sobreseimiento del juicio: 

[…] 

V.- Cuando no se haya efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días consecutivos, 

ni el actor hubiere promovido en ese mismo lapso, siempre que la promoción sea necesaria para la continuación 

del procedimiento. En los juicios que se encuentren en revisión, la inactividad producirá la caducidad de esa 

instancia y la Sala Superior declarará firme la resolución recurrida. Celebrada la audiencia de Ley o propuesto el 

asunto para resolverse, no procederá el sobreseimiento o la caducidad; 
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de juicios contenciosos sin impulso procesal, lo que representa una 

carga indebida para el Tribunal y un factor de incertidumbre jurídica. 

Además, la disposición prevé una salvaguarda razonable al 

aclarar que, una vez celebrada la audiencia, no procederá el 

sobreseimiento por esta causa, lo cual impide interpretaciones que 

pudieran afectar el derecho de las partes a obtener una sentencia de 

fondo. En conjunto, esta reforma fortalece los principios de celeridad, 

economía procesal y eficacia jurisdiccional, sin vulnerar el derecho al 

debido proceso. Además, incentiva la participación activa de las 

partes y garantiza que los recursos jurisdiccionales no se utilicen de 

manera estratégica para mantener indefinidamente abiertos litigios sin 

voluntad real de concluirlos. 

❖ Se reforma el artículo 304 C del mismo Código. Con lo cual se logra una 

homologación de los plazos para presentar la demanda, respecto de la vía sumaria 

con la ordinaria. 

La reforma al artículo 304 C constituye un avance sustantivo en el 

fortalecimiento del derecho a la defensa y al acceso efectivo a la 

justicia administrativa, al duplicar de quince a treinta días el plazo para 

presentar la demanda en la vía sumaria. Esta modificación no solo 

alinea este procedimiento con los términos ya existentes en la vía 

ordinaria, sino que elimina un trato procesal desigual entre justiciables, 

lo cual puede considerarse contrario al principio de igualdad previsto 

en el artículo 1º constitucional. La unificación de plazos evita 

confusiones y garantiza que los ciudadanos dispongan de un periodo 
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razonable para analizar, estructurar y presentar su demanda, incluso en 

escenarios complejos o con recursos limitados. 

Desde una óptica de derechos humanos, la ampliación del plazo 

es coherente con los criterios establecidos por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, que ha sostenido que los plazos procesales 

deben ser razonables y proporcionales al tipo de procedimiento, 

asegurando un acceso real y no meramente formal a la justicia. En el 

caso específico del juicio sumario, que suele concentrarse en actos de 

menor cuantía pero no necesariamente de menor complejidad 

jurídica, el plazo anterior de quince días podía ser insuficiente para 

garantizar un ejercicio efectivo del derecho de acción, especialmente 

para actores sin representación legal inmediata. 

Asimismo, la homologación del plazo contribuye a la coherencia 

normativa del propio Código, al eliminar divergencias innecesarias que 

en la práctica provocaban incertidumbre y litigiosidad sobre la validez 

de las promociones presentadas fuera del plazo abreviado. Esta 

reforma reduce potenciales errores procesales por desconocimiento o 

confusión normativa, especialmente en casos donde la resolución 

impugnada no aclara expresamente si el juicio debe tramitarse en una 

u otra vía, lo cual ocurre con relativa frecuencia cuando el acto 

administrativo no está suficientemente fundado. 

En términos de técnica legislativa y armonización procesal, esta 

modificación simplifica el marco normativo del juicio en línea y 

presencial, dotando a los justiciables de un parámetro claro y uniforme. 

Es importante señalar que la vía sumaria también admite la 
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presentación por medios electrónicos, lo que hace aún más razonable 

que se amplíe el plazo, ya que la digitalización de la justicia requiere 

que los procedimientos sean más accesibles, no más restrictivos. Esta 

medida también es congruente con los principios de economía, 

sencillez y eficacia procesal reconocidos por el propio Código y por la 

doctrina procesal contemporánea. 

Por último, esta reforma no representa una carga indebida para el 

Tribunal, pues no modifica la estructura ni la tramitación del juicio 

sumario, sino únicamente el término para presentar la demanda. Al 

contrario, puede reducir incidentes, solicitudes de restitución de 

derechos procesales y recursos innecesarios motivados por plazos 

exiguos. En suma, la reforma al artículo 304 C no solo es jurídicamente 

viable, sino deseable, pues permite al sistema de justicia administrativa 

de Guanajuato avanzar hacia un modelo más accesible, igualitario y 

coherente con los estándares nacionales e internacionales en materia 

de debido proceso y tutela judicial efectiva. 

De este modo las personas justiciables cuentan con una vía 

sumaria y una ordinaria, el plazo máximo contemplado para la 

presentación de una demanda es el de 30 días hábiles; y siendo que la 

falta de anotación respecto del plazo, vía y medio de impugnación 

correspondiente, no pueden tener como alcance el desconocimiento 

de la norma (en este caso, el Código que ya establece el plazo para 

la interposición de la demanda).  

Al respecto el Tribunal Europeo de Derechos Humanos proclamó 

que «([l]os términos procesales dispuestos en la ley persiguen el legítimo 
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propósito de asegurar la certeza jurídica, como un lapso perentorio que 

protege a potenciales acusados de reclamaciones tardías e implican 

que los tribunales no deben fallar motivados en pruebas que han 

perdido certeza e integridad con el paso del tiempo»6. 

 Con lo cual el aumento del plazo de 30 días para presentar la 

demanda en el juicio contencioso administrativo en la vía sumaria, 

respeta el principio de progresividad de los derechos humanos 

contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en razón de que dicha medida no afecta el 

derecho humano de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 

constitucional; entonces, se puede concluir válidamente que dicho 

plazo de 30 días establecido para el juicio sumario en el proceso 

contencioso para el Estado de Guanajuato resulta un plazo razonable 

si se considera que tal temporalidad es apta para que los particulares 

afectados estén en aptitud material de preparar su defensa, porque al 

referirse a días hábiles, se traduce, aproximadamente, a más de tres 

semanas naturales, lapso en el cual la parte actora puede allegarse de 

las constancias necesarias para sustentar su pretensión, o bien, solicitar 

las que no estén a su disposición, así como efectuar las reflexiones sobre 

qué otros medios probatorios puede ofrecer y los estudios jurídicos 

necesarios para argumentar en favor de la ilegalidad del acto o 

resolución administrativa de autoridad.  

 

6 Caso Stagno vs Bélgica, sentencia de 7 de julio de 2009. 
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Consiguientemente, la previsión de un plazo de 30 días para 

promover la demanda de nulidad, es congruente con el referido 

derecho a la tutela judicial efectiva y, por ende, con los principios de 

justicia pronta y expedita. 

La reforma propuesta también resulta coherente con el marco 

normativo federal, particularmente con los artículos 13, 58-2 y 23 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, que 

reconocen plazos razonables y simétricos para la presentación de 

demandas en las diferentes vías procesales. En ese sentido, la 

homologación del plazo de 30 días en la vía sumaria con respecto a la 

vía ordinaria no sólo favorece un trato más igualitario entre los 

justiciables locales, sino que además armoniza el derecho procesal 

administrativo estatal con los estándares federales, fortaleciendo la 

uniformidad jurídica entre niveles de gobierno. Esta armonización 

normativa elimina desigualdades que, sin justificación objetiva, 

colocaban en situación de desventaja a quienes optaban —o se veían 

forzados a optar— por la vía sumaria. 

 

❖ Se propone derogar el artículo 304 M, el cual actualmente señala que la 

sentencia solamente podrá ocuparse sobre los argumentos de fondo del asunto, 

por lo que aquellos de forma serán desestimados por el Tribunal o el Juzgado y no 

podrá ordenarse la reposición del procedimiento administrativo. 

La derogación del artículo 304 M del Código representa una 

corrección fundamental al diseño del juicio en la vía sumaria, al 

eliminar la prohibición expresa de que el Tribunal se pronuncie sobre 
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vicios de forma en los actos administrativos impugnados. Esta norma, al 

impedir que el órgano jurisdiccional ordenara la reposición del 

procedimiento por causas formales, suponía una limitación indebida al 

control de legalidad, debilitando la tutela judicial efectiva y 

excluyendo de análisis aspectos esenciales como la competencia, la 

motivación, la debida notificación o el respeto al derecho de 

audiencia previa. 

Desde la perspectiva constitucional, dicha prohibición resultaba 

contraria al artículo 14 de la Constitución Federal, que exige que 

ningún acto privativo pueda surtir efectos sin que previamente se haya 

seguido un procedimiento legal, completo y con garantías. Al suprimir 

esta norma restrictiva, se permite al Tribunal ejercer plenamente su 

función revisora, sin excluir vicios que, aunque formales, pueden tener 

un impacto directo en la validez y legitimidad del acto administrativo. 

Esto también fortalece el derecho al debido proceso y a una defensa 

efectiva ante actos de autoridad. 

La reforma es además congruente con principios rectores del 

derecho administrativo sancionador y garantista, en los que tanto los 

elementos de fondo como los de forma deben ser examinables para 

proteger los derechos de los gobernados frente a un posible uso 

arbitrario del poder público. Negar al Tribunal la posibilidad de ordenar 

la reposición del procedimiento por defectos formales generaba 

sentencias parciales e incompletas, limitando el alcance de la justicia 

administrativa y obligando en muchos casos a los ciudadanos a 
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promover juicios adicionales, con la consiguiente afectación al 

principio de economía procesal. 

Por otra parte, la eliminación de esta restricción no implica una 

distorsión del juicio sumario ni un alargamiento innecesario de sus 

plazos, ya que el Tribunal conserva su potestad para valorar la 

gravedad y trascendencia del vicio formal antes de resolver sobre la 

reposición. La derogación simplemente devuelve al órgano 

jurisdiccional la capacidad de ponderar si las violaciones formales 

afectan sustancialmente el derecho de defensa del particular o 

comprometen la validez del procedimiento administrativo. En ese 

sentido, se trata de una medida que restablece la discrecionalidad 

técnica del juzgador dentro de los márgenes constitucionales. 

Finalmente, la derogación del artículo 304 M representa un paso 

hacia un modelo de justicia administrativa más garantista, accesible y 

completo, donde los justiciables tengan la posibilidad de obtener una 

resolución integral que revise no sólo el fondo del acto reclamado, sino 

también la legalidad del procedimiento que le dio origen. Este cambio 

normativo se inserta en una visión moderna del proceso administrativo, 

donde los derechos fundamentales no se supeditan a formalismos 

rígidos, sino que se protegen mediante un control amplio, eficaz y 

ajustado a los estándares nacionales e internacionales en materia de 

justicia administrativa.  
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❖ Se propone reformar el artículo 309 del citado Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en que se 

establece la legitimación para presentar el recurso de reclamación, estableciendo 

la improcedencia del recurso cuando las sentencias sean emitidas en la vía 

sumaria, supuesto en el cual no procederá dicho recurso. 

La reforma al artículo 309, al establecer que no procederá el 

recurso de reclamación contra las sentencias emitidas en la vía 

sumaria, responde a una lógica de depuración procesal razonada, 

que busca equilibrar el derecho de acceso a la justicia con la 

necesidad de evitar la sobrecarga de medios impugnativos contra 

resoluciones de cuantía menor o con objeto limitado. Es importante 

subrayar que esta limitación no priva a la parte actora de su derecho 

a una revisión judicial integral, pues si la sentencia le resulta adversa, 

subsiste la vía del juicio de amparo directo como medio de control 

constitucional, lo cual garantiza plenamente el derecho de acceso a 

la justicia conforme al artículo 17 de la Constitución y los estándares del 

debido proceso. 

Esta reforma es compatible con el diseño procesal sumario, el cual 

está orientado a resolver con prontitud y economía asuntos que por su 

naturaleza o monto no ameritan la tramitación de un procedimiento 

ordinario. La posibilidad de impugnar por reclamación cada una de 

estas sentencias ha provocado, en la práctica, una saturación 

innecesaria de recursos ante el Tribunal, particularmente cuando 

muchas de esas sentencias son confirmatorias o reiterativas de 

nulidades evidentes por vicios formales, ya abordados previamente en 

criterios jurisprudenciales. La eliminación del recurso en estos casos 
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optimiza el funcionamiento del sistema y permite al Tribunal 

concentrarse en resoluciones de mayor impacto jurídico o complejidad 

técnica. 

Además, la vía sumaria no está pensada para contener un 

esquema recursivo amplio, sino para ofrecer una respuesta 

jurisdiccional ágil, limitada a cuestiones claras y específicas. Permitir 

que todas las sentencias emitidas bajo este formato sean impugnadas 

mediante recurso de reclamación termina desnaturalizando su 

propósito y crea incentivos contrarios a la simplificación procesal, 

promoviendo litigiosidad secundaria y costos administrativos 

adicionales para el órgano jurisdiccional sin beneficio sustantivo real. 

Desde una perspectiva de proporcionalidad normativa, la reforma 

encuentra fundamento en la facultad del legislador local para diseñar 

el régimen de medios de impugnación dentro de los márgenes 

constitucionales, siempre que no se elimine el acceso a un control 

judicial efectivo, lo cual no ocurre en este caso. Así, se mantiene el 

equilibrio entre eficiencia institucional y tutela efectiva de derechos. 

Finalmente, esta modificación al artículo 309 también desincentiva 

el uso abusivo o mecánico del recurso de reclamación como 

herramienta dilatoria o estratégica, lo cual era común en la práctica 

forense cuando existía el incentivo de presentar cientos de recursos 

contra sentencias en la vía sumaria, aun cuando su resolución era 

predecible o carecía de sustancia jurídica novedosa. Al eliminar esta 

posibilidad, el Tribunal podrá enfocar sus recursos en resoluciones de 

mayor trascendencia, con lo que mejora el acceso sustantivo a la 
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justicia para todos los justiciables, y se refuerza la integridad del modelo 

sumario. 

Contrario a lo que podría argumentarse, esta reforma no vulnera 

el derecho a una segunda instancia ni el acceso a la justicia, ya que 

subsiste la posibilidad de acudir al juicio de amparo directo cuando la 

sentencia resulta adversa. En consecuencia, el justiciable conserva un 

medio de defensa eficaz ante una autoridad revisora externa e 

independiente, conforme al artículo 17 constitucional. Lo que se 

elimina es una etapa recursiva interna cuya utilidad práctica ha sido 

mínima, y cuyo mantenimiento representa una carga administrativa 

desproporcionada frente al beneficio real que ofrece en el marco del 

juicio sumario. 

Este diseño es perfectamente compatible con la jurisprudencia de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en especial con los criterios 

que regulan el recurso de revisión fiscal7, donde se exige que el asunto 

reúna requisitos de importancia y trascendencia para justificar su 

admisión. La Corte ha reiterado que no procede la revisión fiscal contra 

sentencias que declaran nulidades por vicios meramente formales, 

como la falta de motivación o indebida fundamentación, ya que estos 

no implican una decisión de fondo ni la declaración de un derecho o 

exigencia de una obligación (jurisprudencia 2a./J. 150/2010). Lo mismo 

ocurre en el contexto del juicio sumario: si la mayoría de los recursos de 

reclamación versan sobre errores formales corregidos mediante 

 

7 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/29072  

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/29072
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nulidad, permitir su impugnación sistemática solo perpetúa litigios que 

no trascienden ni generan jurisprudencia útil. 

Al igual que en el ámbito federal, donde el recurso de revisión fiscal 

fue concebido como un instrumento excepcional y no automático, la 

reforma al artículo 309 busca preservar la racionalidad del proceso 

administrativo sumario. La intención legislativa —al igual que la del 

legislador federal en el recurso de revisión— es permitir una instancia 

adicional solo cuando el asunto lo justifique, no cuando simplemente 

reproduce casos similares sin particularidades que ameriten nuevo 

examen. Así, la medida es coherente con el principio de 

proporcionalidad procesal, pues reduce cargas innecesarias sin cerrar 

el acceso al control judicial. 

En suma, la reforma al artículo 309 armoniza con principios 

constitucionales, jurisprudencia nacional y prácticas judiciales 

eficientes, asegurando que el recurso de reclamación conserve su 

carácter funcional en la vía ordinaria, pero sin obstaculizar la 

operatividad del juicio sumario con impugnaciones sistemáticas de 

asuntos que no requieren revisión interna. Con ello, se fortalece la 

eficacia del sistema de justicia administrativa, se garantiza el acceso a 

una revisión constitucional por vía de amparo, y se protege el interés 

público al concentrar recursos jurisdiccionales en los casos que 

verdaderamente lo ameritan. 

❖ Reformar el artículo 323 del citado Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, a fin de establecer el 

cumplimiento sustituto de las sentencias. 
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La reforma al artículo 323 introduce una figura clave para la 

efectividad del control jurisdiccional en materia administrativa: el 

cumplimiento sustituto de las sentencias. Esta herramienta permite que, 

cuando por causas materiales sea imposible o 

desproporcionadamente gravoso restituir las cosas al estado anterior al 

acto impugnado, el Tribunal pueda ordenar un cumplimiento 

alternativo que garantice los efectos sustanciales del fallo. Esta medida 

responde al principio de eficacia de la justicia administrativa, pues 

asegura que las sentencias no queden en letra muerta ante la 

resistencia fáctica, la imposibilidad material o los altos costos de 

ejecución directa. 

 

Desde el punto de vista constitucional, la reforma refuerza el 

derecho de acceso a una tutela judicial efectiva previsto en el artículo 

17 de la Constitución. No basta con que el justiciable obtenga una 

sentencia favorable; es indispensable que esta se ejecute de forma 

real y oportuna. En muchos casos, el cumplimiento estrictamente literal 

de una sentencia puede resultar impracticable —por destrucción de 

un bien, alteración irreversible del entorno o afectación a terceros—, 

por lo que permitir al Tribunal decretar un cumplimiento sustituto es una 

medida de justicia material, que evita daños mayores y promueve 

soluciones proporcionales. 

Además, la previsión de que el cumplimiento sustituto pueda ser 

solicitado por cualquiera de las partes o decretado de oficio por el 

magistrado que dicta la sentencia, y que se tramite incidentalmente, 
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garantiza el equilibrio procesal y la economía judicial. Esta estructura 

ofrece un canal formal para resolver con agilidad situaciones 

complejas, sin necesidad de iniciar un nuevo juicio, y evita que la parte 

vencida utilice obstáculos prácticos para eludir las consecuencias del 

fallo. Así, el proceso se fortalece como una vía de solución completa y 

no fragmentada de los conflictos administrativos. 

La incorporación de esta figura también armoniza con tendencias 

modernas del derecho procesal administrativo comparado, donde se 

reconoce que el principio de restitución integral no puede convertirse 

en un obstáculo para la ejecución, ni exigirse en condiciones que 

comprometan el interés público o resulten irrazonables. Tribunales 

administrativos en otras entidades e incluso en el ámbito federal han 

adoptado soluciones funcionalmente equivalentes —como medidas 

de cumplimiento indirecto o de reparación equitativa—, lo que 

refuerza la legitimidad y necesidad de la reforma en el contexto local. 

Asimismo, esta modificación al artículo 323 es una figura 

instrumental, subsidiaria y racionalmente limitada, orientada a 

garantizar que las sentencias se cumplan en sus efectos sustanciales, 

incluso cuando la forma original de ejecución haya dejado de ser 

viable. En consecuencia, la reforma es jurídicamente sólida, 

constitucionalmente válida y administrativamente útil. 

La incorporación del cumplimiento sustituto en el Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa también encuentra referentes 

normativos expresos a nivel federal, particularmente en los artículos 204 

y 205 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de 
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la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Este 

ordenamiento ya contempla una figura análoga, al permitir que en la 

etapa de ejecución de sentencia se escuche a las partes para 

determinar, de manera objetiva, si existe imposibilidad jurídica o 

material de dar cumplimiento estricto al fallo, y, en su caso, se autorice 

un modo alternativo de cumplimiento que garantice los efectos 

sustantivos de la sentencia. Por tanto, la reforma al artículo 323 no es 

una innovación aislada, sino una armonización con los mecanismos 

que ya opera el juicio de amparo, lo que refuerza su legitimidad y 

solidez constitucional. 

Desde la perspectiva de la administración pública, la 

incorporación del cumplimiento sustituto también ofrece ventajas 

claras: evita que la ejecución de sentencias se prolongue 

indefinidamente cuando no es posible material o jurídicamente restituir 

exactamente la situación anterior al acto impugnado. En lugar de 

enfrentar escenarios de incumplimiento, sanciones o desacato, las 

autoridades cuentan ahora con una vía legal para proponer 

soluciones viables, alineadas con la finalidad de la sentencia y el 

principio de legalidad. Esto otorga certidumbre al gobernado y 

funcionalidad al aparato administrativo, evitando que los 

procedimientos de ejecución se transformen en etapas de resistencia 

u obstrucción, y privilegiando en cambio mecanismos de cumplimiento 

razonable, oportuno y proporcional. 

VII. CONCLUSIONES: 
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 Las reformas y adiciones propuestas al Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa representan un avance estructural en la 

consolidación de una justicia administrativa más ágil, accesible y 

garantista. A través de ajustes puntuales en materias como plazos 

procesales, medios de apremio, caducidad por inactividad procesal, 

recursos y ejecución de sentencias, la iniciativa fortalece los principios 

constitucionales de legalidad, debido proceso y tutela judicial 

efectiva, sin debilitar las facultades legítimas de la administración 

pública ni su capacidad de defensa institucional. Lejos de generar 

retrocesos, las medidas planteadas corrigen vacíos normativos, 

eliminan cargas innecesarias y homogeneizan criterios, con base en 

buenas prácticas nacionales y comparadas. 

Además, la iniciativa refleja una toma de conciencia sobre la realidad 

operativa del Tribunal de Justicia Administrativa y de las autoridades 

demandadas, proponiendo soluciones procesales que permiten 

cumplir las resoluciones con eficacia, sin sacrificar derechos 

fundamentales. La incorporación del cumplimiento sustituto, la 

eliminación de recursos improcedentes en la vía sumaria, y la 

homologación de plazos, por ejemplo, no sólo reducen la litigiosidad 

artificial, sino que garantizan que el acceso a la justicia se traduzca en 

resultados tangibles para los ciudadanos, en condiciones de equidad 

y certeza. 

En conclusión, las reformas contenidas en esta iniciativa son 

jurídicamente viables, constitucionalmente compatibles y 

técnicamente justificadas. Representan una modernización coherente 
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con el marco federal, responden a criterios jurisprudenciales vigentes, 

y contribuyen al perfeccionamiento del sistema procesal administrativo 

en el Estado de Guanajuato. Por tanto, se estima procedente su 

aprobación en los términos planteados, sin perjuicio de que durante el 

proceso legislativo se incorporen precisiones técnicas o redaccionales 

que enriquezcan aún más el contenido normativo propuesto. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  


